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COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad, competencia del tribunal que interviene en el delito más 
grave. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nomi-
nación del Distrito Judicial Tartagal, para continuar interviniendo en la presente causa y sus acumuladas. 
DOCTRINA: Si se han iniciado varias actuaciones por hechos distintos contra un mismo imputado en diferen-
tes tribunales, resultan plenamente aplicables las normas sobre conexidad y acumulación dispuestas en el art. 
37 inc. 3º del citado C.P.P., donde se ha previsto expresamente la conexión subjetiva entre causas cuando a 
una persona se le imputan varios delitos, y en tal caso debe intervenir el juez competente para conocer en el 
delito más grave. 
           Si no pueden hacerse distingos de gravedad, para establecer la competencia se debe determinar cual 
de ellos ha acaecido primero en el tiempo. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C JAIME, MARIO; SANTILLÁN, MARCELO – HURTO DE GANADO 
MAYOR – FINCA LOS ÁLAMOS DE QUEBRACHO COLORADO – PIEZAS PERTE-
NECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.710/12) (Tomo 172: 851/856 - 04 /febrero/ 
2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad; procedimiento sumario. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Terce-
ra Nominación. 
DOCTRINA: Al disponer su avocamiento el Juez Correccional y de Garantías verificará la posible aplicación 
de las disposiciones sobre conexidad, ordenando las acumulaciones a que hubiere lugar. 
           Las actuaciones del procedimiento sumario no se acumularán entre sí, ni respecto de las causas en las 
que procede instrucción formal. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Kauffman  y Po-
sadas) 
              Tras el avocamiento que prevé el art. 358 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias), no hay 
razones que impidan la acumulación de causas entre los Juzgados Correccionales entre sí, que se torna inelu-
dible al encontrarse comprometido el orden público. 

Las pautas de asignación de competencia por conexidad, siempre de acuerdo a cada causa en particu-
lar, no deben ser objeto de una aplicación rígida o inflexible que deje de lado la conveniencia de aprovechar el 
grado de compenetración o conocimiento que exhibe uno de los tribunales que sostienen la contienda puede 
tener con las actuaciones por una intervención previa. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C JUÁREZ, PABLO FERNANDO POR AMENAZAS CON ARMAS ART. 
149 BIS2SUP ULT PARTE EN PERJUICIO DE ESPINOZA ORQUERA, TRISTÁN 
HUGO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.565/12) 
(Tomo 172: 35/42 - 11 /diciembre/ 2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad; suspensión del juicio a prueba; improcedencia de otor-
gar el beneficio para alguno de los delitos y para otros no, ante el supuesto de concurso real. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Segunda Nominación 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteada la cuestión de competencia, si el tribunal remitente otorgó 
la suspensión del juicio a prueba por los delitos allí en trámite y declaró extinguida la acción, sin advertir que 
en otro proceso, por hechos anteriores, se le imputaban al acusado otros ilícitos penales. 
           En la exégesis del art. 76 bis del C.P. aparecen claramente distinguidos los supuestos de unidad de-
lictiva -1er. párrafo- y de pluralidad real delictiva -2do. párrafo-. En cualquiera de las hipótesis, la solución 



sobre la procedencia del instituto debe ser única y total, no parcial o fragmentada; o se suspende el juicio o no 
se suspende, pero nunca ambas cosas. 
            Ante el supuesto de concurso real de delitos, no es viable conceder la suspensión del juicio a prueba 
para uno o algunos de los delitos imputados y para otros no, pues tal proceder es contrario a las expresas pre-
visiones del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris) 
                Las pautas de asignación de competencia por conexidad establecidas en el art. 38 del C.P.P. (texto 
según Ley 6345 y modificatorias) no deben ser objeto de una aplicación rígida que deje de lado la convenien-
cia de aprovechar el grado de compenetración que exhibe uno de los tribunales que sostienen la contienda con 
las actuaciones. (Del voto del Dr. Díaz) 
               Si de acuerdo a las constancias que forman el incidente, las actuaciones de los Juzgados que se dis-
putan la competencia respecto de la causa se encuentran en distintos momentos procesales, pretender entonces 
acumular significaría atentar contra el derecho del acusado de ser juzgado en un plazo razonable, pues la 
causa que se encuentra en la fase del juicio correccional debería esperar a que las actuaciones que se le acu-
mulan alcancen ese nivel. 
                 Al disponer su avocamiento el Juez Correccional y de Garantías verificará la posible aplicación de 
las disposiciones sobre conexidad, ordenando las acumulaciones a que hubiere lugar respecto de otras causas 
que hayan superado el trámite preliminar del proceso. Las actuaciones del procedimiento sumario no se acu-
mularán entre sí, ni respecto de las causas en las que procede instrucción formal. (Del voto de la Dra. Kauff-
man) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C GARCÍA, JUAN EDUARDO POR AMENAZAS CON ARMA; LESIO-
NES EN AGRESIÓN EN CONCURSO REAL Y EN CONTRA DE REYES, DIONISIO 
ROGELIO POR LESIONES EN AGRESIÓN EN PERJUICIO DE GONZÁLEZ, MAR-
CELO CÉSAR – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
35.601/12) (Tomo 172:  943/952 - 04 /febrero/ 2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Erróneo planteo de la cuestión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y disponer que, oportu-
namente, bajen las actuaciones al Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta Nominación, a los fines 
señalados en el considerando 3º. 
DOCTRINA: Debe declararse mal planteado el conflicto de competencia si el juzgado Correccional y de 
Garantías elevó los autos a la Corte sin remitirlos previamente al Juzgado de Instrucción Formal para que su 
titular analice los argumentos según las nuevas circunstancias acaecidas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C GONZÁLEZ, SILVIA MERCEDES POR USURPACIÓN DE PROPIE-
DAD A FOISSAC ORCE, MARÍA FLAVIA - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPE-
TENCIA” (Expte. Nº CJS 35.633/12) (Tomo 172:  203/206 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el Sr. Juez de Corte, Dr. Gustavo Adol-
fo Ferraris, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación formulada por el Magistrado que invoca motivos graves de 
decoro y delicadeza, en razón de los términos que considera agraviantes con los cuales el actor lo recusó en 
otro proceso, porque ello encuadra en la causal de violencia moral prevista en el artículo 51 inciso 13 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “CHAMO-
RRO, JOSÉ FERNANDO S/ DENUNCIA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.334/12) (Tomo 172:  615/618 - 28 /diciembre/ 2012) 
 
HONORARIOS. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Víctor Auza Aparicio en la 
suma de $ 800 (pesos ochocientos) por la labor  desempeñada ante esta sede. 
DOCTRINA: A los fines de la regulación de honorarios del letrado que presentó el informe del recurso de 
casación, corresponde efectuar el cálculo de acuerdo con las pautas indicativas contenidas en los arts. 17, 31, 
4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley nº 324/63, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 15 de la ley 
6730 y 1º del decreto n° 1173/94 por remisión del art. 548 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
Ello implica ponderar el mérito jurídico, la extensión del trabajo realizado, la complejidad o novedad de la 
cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS PRESENTADA POR RODRÍGUEZ, 
GUSTAVO DANIEL; CERRUTTI, HUMBERTO ORLANDO Y MARÍN, JULIO AN-



TONIO CONTRA ALEMÁN, BLANCA   TRANSITO; SOTTOSANTI, SALVADOR; 
VEGA, ENRIQUE EMILIO; LEAÑO, ROBERTO CÉSAR; FERNÁNDEZ, JOSÉ AN-
TONIO; RUSSO, FRANCISCO; GUTIÉRREZ, TELMA DEL ROSARIO; VELÁZQUEZ, 
OSCAR CAYETANO; VILCA, LUCIO VICENTE; SOSA, VÍCTOR GUSTAVO; 
HERRERA, VÍCTOR RAÚL (MIEMBROS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE 
C.O.F.R.U.T.O.S.) – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 31.821/08) (Tomo 172: 
827/830 - 04 /febrero/ 2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva. Resolución que 
dispone la prisión preventiva y obliga a continuar sometido a proceso.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación inter-
puesta a fs.  54/60. 
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución 
que se pretende revertir, que dispone la prisión preventiva del acusado, no encuadra en los tipos previstos en 
el artículo 467 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), ni resulta equiparable a 
sentencia definitiva,  

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia de-
finitiva 

Ante la existencia del medio procesal específico para salvaguardar el bien jurídico en la especie pro-
tegido –libertad ambulatoria-, la casación no aparece como la solución más idónea para los fines de la defen-
sa. 
               La queja es un remedio procesal que habilita el planteo directo de la cuestión ante el tribunal compe-
tente para conocer la impugnación, lo que implica que debe haberse cercenado la facultad revisora de la alza-
da. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “DANILOWICZ, EMANUEL ALEJANDRO - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.521/12) (Tomo 172: 667/672 - 11 /enero/ 2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; resolución que 
dispone la prisión preventiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 2/12. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si la resolución que se 
pretende revertir, que modificó la calificación legal y ordenó su prisión preventiva del imputado, no constitu-
ye una sentencia definitiva o una decisión equiparable  a tal en atención a su naturaleza eminentemente proviso-
ria y porque, en orden a la cautelar impuesta, existen mecanismos procesales ordinarios para hacer cesar la 
afectación del derecho a la libertad invocado, ya que el imputado dispone de la posibilidad de efectuar, opor-
tunamente, el planteo excarcelatorio y además, en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble 
instancia en virtud de la específica intervención del tribunal de apelación. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
                  Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, si el impugnante ha puesto 
de manifiesto agravios concretos destinados a obtener la revocación de la prisión preventiva y ha señalado 
que esta medida es improcedente e innecesaria porque deriva de una interpretación inconstitucional del artícu-
lo 300 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque no ha recibido un trata-
miento autónomo y porque no se han valorado las condiciones personales del acusado en orden a establecer la 
concurrencia o no de un peligro procesal de fuga o de entorpecimiento de las investigaciones, lo que –a su 
entender- torna al pronunciamiento cuestionado en arbitrario. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “MERCADO, MARCELO DANIEL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 35.467/12) (Tomo 172:  207/214 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad del planteo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación inter-
puesta a fs. 1/7. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si su presentación resulta 
extemporánea y además, el interesado accedió plenamente a la jurisdicción, obteniendo un pronunciamiento 
adverso, por lo que se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de la in-
tervención del tribunal de apelación.. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas y Catalano) 
                         No corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, si la misma fue interpues-
ta en modo extemporáneo, lo que afecta su admisibilidad, siendo ello un correlato elemental del principio de 
perentoriedad de los plazos establecidos a favor de las partes. (Del voto de los Dres. Vittar y Díaz) 



TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “CAR-
DOZO, RENÉ ALEJANDRO; CRESPO, GUSTAVO RAMÓN; DELGADO, JAVIER – 
QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.548/12) (Tomo 172:  
659/666 - 11 /enero/ 2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad del planteo.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja deducida a fs. 16/21. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si fue interpuesta de 
manera extemporánea, lo que necesariamente afecta su admisibilidad, siendo ello un correlato elemental del 
principio de perentoriedad de los plazos establecidos a favor de las partes. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Catalano, Cornejo, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
MORCILLO, CRISTIAN JESÚS; SUAREZ, RODOLFO BENJAMÍN - QUEJA POR RE-
CURSO DE CASACIÓN DENEGADA E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. N° CJS 
36.189/ 13) (Tomo 172:  697/702 - 22 /enero/ 2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 4 y vta. y, en su mérito, declarar 
mal denegado el recurso de casación y requerir al tribunal de origen que remita los autos a esta Corte. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, pues si bien el desalojo 
dispuesto por el juez penal corresponde a una imposición de una medida cautelar que es una resolución provi-
sional, no preclusiva, sin embargo, surge de la causa la imperiosa necesidad de evitar el “strepitus fori” que 
implicaría la existencia de resoluciones contradictorias dispuestas por jueces de distintos fueros por medidas 
cautelares en relación al mismo predio y con idénticas partes involucradas. (Del voto de los Dres. Díaz, Fe-
rraris, Kauffman, Vittar y Cornejo) 
                Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si la medida penal no se 
identifica con lo resuelto en otra sede y posee calidad cautelar y provisoria; por lo tanto, no existe gravamen 
de imposible o difícil reparación ulterior y los fundamentos de la casación intentada, en todo caso, deben ser 
planteados en el juzgado de origen por los medios procesales ordinarios. (Del voto de los Dres. Catalano y 
Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C FLORES, DANIEL NORBERTO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.387/12) (Tomo 172:  19/24 - 11 /diciembre/ 2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADA. Resoluciones dictadas por el Juez de Ejecución 
cuando éste actúa como tribunal de apelación; confirmación de una sanción disciplinaria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 18/21 vta. 
DOCTRINA: La confirmación de una sanción  disciplinaria no reúne las notas de objetividad exigidas ni 
reviste carácter de sentencia definitiva o de resolución equiparable a ella que pueda ser revertida, modificada 
o corregida mediante el recurso de casación. 
            La apelación –y no la casación- resulta el medio adecuado para cuestionar las decisiones del Juez de 
Ejecución al controlar medidas disciplinarias dictadas en el marco del cumplimiento de una pena privativa de 
la libertad. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris y Kauffman) 
               Corresponde la vía casatoria contra las resoluciones dictadas por el Juez de Ejecución cuando éste 
actúa como tribunal de apelación de las decisiones del Servicio Penitenciario Policial en los términos del 
artículo 29 2do. párrafo del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y sus modificatorias). 

En principio, la intervención del Juez de Ejecución como tribunal de apelación, completa el acceso a 
la doble instancia luego de la vía administrativa. Sin embargo y dadas la naturaleza y gravedad de ciertas 
sanciones que aplica el Servicio Penitenciario Provincial, la decisión de la alzada debe equipararse a sentencia 
definitiva, al causar un gravamen de insusceptible reparación ulterior. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, 
Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: “ROMERO, PEDRO ROLANDO – 
QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. CJS 35.464/12) (Tomo 
172: 437/442 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Dictado de la resolución que se estimaba demorada; cuestión 
abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 3. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia si el tribunal dictó la resolución que 
se estimaba demorada. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir, razón por la que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones devenidas abstractas o 



vacías de contenido en el curso del proceso o para responder a intereses meramente académicos. (Del voto de 
los Dres. Kauffman y Vittar) 
      Debe rechazarse la queja por retardo de justicia, si al momento de decidir la cuestión ha devenido 
abstracta en razón de haber dictado el tribunal la resolución que se estimaba demorada, con lo cual la cuestión 
ha devenido abstracta. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FERREYRA, MARCOS MAURICIO – QUEJA POR RETARDO DE 
JUSTICIA” (Expte. Nº CJS 35.690/12) (Tomo 172: 111/116 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE APELACIÓN. HABEAS CORPUS. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 38 
DOCTRINA: En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, tanto la 
Constitución Nacional (art. 43) como la de la Provincia (art. 88) establecen una vía expedita y rápida que es la 
acción de “hábeas corpus”, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o res-
tricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado “hábeas corpus” correctivo. 

La acción de habeas corpus constituye un procedimiento excepcional, residual y de concesión restric-
tiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no requieran amplitud de 
debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de raigambre constitucio-
nal amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “CARO MAURÍN, CRISTIAN RAÚL – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.338/12) (Tomo 172: 793/798 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual simple. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 210/216. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de abuso sexual simple, pues si bien 
no pudo obtenerse la presencia de la damnificada en el debate, el tribunal encontró acreditada la existencia de 
indicios concordantes para otorgarle credibilidad a su relato al constatarse las lesiones, conforme informe 
médico y el testimonio de un declarante que confirmó el estado que presentaba la victima del abuso sexual 
inmediatamente después de padecerlo, a lo que se aúnan los exámenes psicológicos y psiquiátricos que reve-
laron la inmadurez sexual del acusado. 
           En los delitos de abuso sexual contra menores, cometidos en la intimidad, sus dichos adquieren espe-
cial relevancia como elementos convictivos, adunados a otros elementos, tales como pruebas médicas, psi-
cológicas, testimoniales. 

Conforme al sistema de la sana crítica racional y al principio de libertad probatoria, le es dable al tri-
bunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclarecimiento de la verdad. Ello 
significa que nada le impide emitir un pronunciamiento condenatorio sustentado, entre otras pruebas, en el 
testimonio incriminante de la víctima, siempre y cuando aquél sea objeto de un riguroso análisis y se expon-
gan los aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad, convirtiéndolo en un elemento preponde-
rante por sobre la negativa del acusado. 

Las reglas de la experiencia común que nutren la apreciación de la prueba, indican que de ordinario 
la comparencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de la víctima una 
situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga justicia y quien 
pretenda suponer que son otras las motivaciones que conducen a la denunciante, debe ponerlas de manifiesto 

La supuesta ebriedad o alcoholización del acusado en el momento del hecho, deducida como agravio 
subsidiario de la defensa, no alcanza para excluir la culpabilidad, pues el estado de ebriedad tiene que ser de 
un grado tal que pueda hablarse –sin duda alguna- de la existencia de lo que se ha dado en llamar “ebriedad 
total”. (Del voto de los Dres. Vittar y Catalano) 
                En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar 
lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que 
tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas, precisamente para no 
ser descubiertos. 

El bien jurídico que se protege en los delitos de abuso sexual  es la reserva sexual de la víctima en-
tendida como el respeto a su incolumidad física y dignidad en tanto persona, especialmente desde la óptica de 
su pudicia personal-sexual.  

El tipo básico es el abuso sexual con fuerza o intimidación, esto es, la agresión sexual, que exige en 
principio una relación corporal directa entre el sujeto activo y pasivo, de modo que son típicos los actos de 
tocamiento en las partes pudendas, sin el consentimiento de la víctima, la manipulación sexual sobre su cuer-
po, tanto del tercero como la obligación al sujeto al pasivo a que lo haga él mismo. También es agresión 
sexual obligar a la víctima a que realice actos de este tipo sobre el cuerpo de terceros. 



Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclare-
cimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la 
víctima, siempre y cuando, éste sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determi-
narán que le sea asignada credibilidad. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
RUEDA, ROGELIO SERGIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.617/12) 
(Tomo 172:  719/734 - 23 /enero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 43/46 
vta. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de 
que se expida sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción impuesta por el 
Jefe de Policía, y ordenar que  bajen los autos al juzgado de origen a fin de que, en forma previa, reexpida 
sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Posadas) 
                Con la resolución dictada por el Juzgado Correccional y de Garantías se concreta el proceso por el 
cual el Estado Provincial persigue las faltas contravencionales (acción contravencional). No obstante que con 
ello se agotan las instancias recursivas, la Corte admitió excepcionalmente una ulterior impugnación, siendo 
su intervención al solo efecto de analizar un concreto planteo de inconstitucionalidad por arbitrariedad 

Confirmada la viabilidad del recurso instado por la defensa y teniendo en cuenta que no hay senten-
cia firme mientras quede una posibilidad de ser revertida por el acogimiento de una impugnación válida, aún 
excepcional como este caso, entonces cabe admitir que en el tiempo transcurrido, pudo haber operado la pres-
cripción de la acción, debiéndose remitir los obrados al Juzgado de origen a fin de que se verifique tal cir-
cunstancia. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “MEJÍA, ELIZABETH SANDRA – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 35.224/12) (Tomo 172: 453/470 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple; valoración de la prueba, sana crítica, valor 
incriminante de la declaración de la víctima, ebriedad, certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 173/179 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual simple, si el 
tribunal de juicio tuvo por acreditado que ingresó a la habitación donde descansaba la denunciante recostada 
en su cama y procedió a someterla a tocamientos en sus partes pudendas, intentando bajarle el pantalón, a 
partir de la apreciación directa del testimonio de la víctima y el examen psicológico. 

Conforme al sistema de la sana crítica racional y al principio de libertad probatoria, le es dable al tri-
bunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclarecimiento de la verdad. Ello 
significa que nada le impide emitir un pronunciamiento condenatorio sustentado, entre otras pruebas, en el 
testimonio incriminante de la víctima, siempre y cuando aquél sea objeto de un riguroso análisis y se expon-
gan los aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad, convirtiéndolo en un elemento preponde-
rante por sobre la negativa del acusado. 

Las reglas de la experiencia común que nutren la apreciación de la prueba, indican que de ordinario 
la comparencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de la víctima una 
situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga justicia y quien 
pretenda suponer que son otras las motivaciones que conducen a la denunciante, debe ponerlas de manifiesto 

La supuesta ebriedad o alcoholización del acusado en el momento del hecho, deducida como agravio 
subsidiario de la defensa, no alcanza para excluir la culpabilidad, pues el estado de ebriedad tiene que ser de 
un grado tal que pueda hablarse –sin duda alguna- de la existencia de lo que se ha dado en llamar “ebriedad 
total”. (Del voto de los Dres. Vittar y Catalano) 
               En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas, precisamente para no ser 
descubiertos. 

El bien jurídico que se protege en los delitos de abuso sexual  es la reserva sexual de la víctima en-
tendida como el respeto a su incolumidad física y dignidad en tanto persona, especialmente desde la óptica de 
su pudicia personal-sexual.  

El tipo básico es el abuso sexual con fuerza o intimidación, esto es, la agresión sexual, que exige en 
principio una relación corporal directa entre el sujeto activo y pasivo, de modo que son típicos los actos de 
tocamiento en las partes pudendas, sin el consentimiento de la víctima, la manipulación sexual sobre su cuer-
po, tanto del tercero como la obligación al sujeto al pasivo a que lo haga él mismo. También es agresión 
sexual obligar a la víctima a que realice actos de este tipo sobre el cuerpo de terceros. 



Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclare-
cimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la 
víctima, siempre y cuando, éste sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determi-
narán que le sea asignada credibilidad. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
RUEDA, ROGELIO SERGIO; MAMANÍ LLANOS, ADRIÁN – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.616/12) (Tomo 172:  703/718 - 23 /enero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, dolo; motivación de la sentencia; violencia doméstica. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 55/58 vta. 
DOCTRINA: Las deficiencias de fundamentación que muestra la sentencia que condena al acusado por el 
delito de amenazas carecen de trascendencia anulatoria si, aunque de manera escueta, el tribunal dio cumpli-
miento a la exigencia de motivación que impone la ley pues, sin perjuicio de la exigüidad de su argumenta-
ción, el juzgador reprodujo la descripción acusatoria de los hechos, describió su significación jurídica y refi-
rió en su totalidad los dichos testimoniales producidos en el debate. 

La ley manda que la sentencia sea motivada, pero el pronunciamiento es fulminado con nulidad, 
únicamente cuando falta la motivación, no cuando ella es sólo imperfecta o defectuosa 
           El delito de amenazas requiere que con voluntad libre se ejecuten actos tendientes a alarmar o infun-
dir temor en la víctima, aun cuando los dichos se vertieran en el acaloramiento de una riña o en una situación 
de ofuscación análoga, pues no es necesario que el autor obre con una especial finalidad de ánimo. 
           El dolo del delito de amenazas es compatible con la subjetividad de quien anuncia un futuro mal 
después de protagonizar un altercado violento. 

Es justa la pena impuesta, si en su levedad y conformación combinada, resulta razonable, proporcio-
nada y ajustada a las circunstancias comprobadas de la causa y se muestra propicia para satisfacer sus fines 
preventivos -de evitación de la reiteración delictiva-, retributivos -de sanción proporcionada a la medida de la 
culpabilidad- y resocializadores -de recuperación y reinserción social del penado-. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
               La sentencia recurrida se encuentra suficiente fundada si se basa en los hechos, en las pruebas y en 
la visualización de un supuesto de violencia familiar, a la luz de los tratados internacionales protectorios de 
los derechos de las mujeres y de las leyes sobre la materia. 

La responsabilidad del estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, que 
tienda a evitar que alguien que pertenece a su entorno familiar les cause daño, en razón de encontrarse en una 
posición de dominación-sometimiento. 

La violencia doméstica ha dejado de verse como un problema privado a resolver en el seno de la 
propia familia, para ser considerado un problema que afecta a la sociedad en su conjunto. La gravedad del 
maltrato habitual reside en el riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva del clima perma-
nente de violencia, como demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de aumento 
progresivo de la intensidad y frecuencia. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CHOQUE, ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.514/11) (Tomo 172: 535/546 – 13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas con arma; valoración de la declaración de la víctima; 
sana crítica; interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 80/83 vta. 
 DOCTRINA: Las manifestaciones de la víctima de amenazas en el ámbito familiar y las coincidentes expre-
siones de quienes observaron la reacción de la víctima tras el hecho, son suficientes para dar sustento a la 
sentencia condenatoria, si se mostró profundamente afectada y alterada por el anuncio de un mal hacia su 
madre, temor que se magnificara por la exhibición de un arma blanca (cortaplumas) 
           El control de logicidad inherente a la sana crítica se cumple si, por el principio de libertad probatoria, 
el trascendente aporte probatorio de la víctima fue tenido por coherente y sincero en el marco de la aprecia-
ción directa que brinda el debate. (Del voto del Dr. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
              Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de 
la familia, la sociedad y el Estado 
           En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
           El interés superior del niño tiende a dos finalidades básicas que son la de ser pauta de decisión de un 
conflicto de intereses y criterio para la intervención institucional para protegerlo. Se trata de un parámetro 
objetivo para la resolución de conflictos entre un menor y un adulto, debiendo definirse la antinomia por lo 
que resulte de mayor beneficio para el menor. (Del voto del Dr. Cornejo) 



              La condena se ha pronunciado con violación del principio “in dubio pro reo”, si a las resultas del 
juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó 
la imputación. 
             La sentencia no cumple con las pautas de motivación con las que debe contar una decisión de tal 
naturaleza, si no ofrece un cabal relato de los hechos ni ha precisado la conducta típica atribuible al condena-
do, con lo que su plataforma fáctica aparece nebulosa. 
             Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formula-
do por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación. (Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.    DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C HERRERA, NILDA DEMETRIA – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº 
CJS 34.673/11) (Tomo 172:  293/308 – 13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de atentado contra la autoridad agravado por poner manos a la auto-
ridad; motivación de la sentencia; valoración de la prueba, sana crítica; principio de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 265/268 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de atentado contra la autoridad agravado, si el 
tribunal de juicio tuvo por acreditado que el imputado, con actitud belicosa y violenta pretendió trabar e im-
pedir un acto funcional concreto de personal policial, a quien lesionó con un golpe de puño y que tenía orden 
de impedir el ingreso de persona alguna a un asentamiento, por existir una medida de no innovar vigente, a 
partir de una ponderación completa de los hechos y las pruebas, estableciéndose, de acuerdo a las circunstan-
cias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del imputado tal cual ha ocurrido. 

La expresión “pusiere manos en la autoridad” comprende todos aquellos actos en que el imputado 
ejerce fuerza sobre el funcionario público, ya sea golpeándolo, empujándolo o impidiéndole cumplir con su 
deber en el legítimo ejercicio de sus funciones. 

En nuestro sistema procesal, rigen los sistemas de libertad probatoria y de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C RIFARACHI, HÉCTOR RAMÓN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.897/11)(Tomo 172:  187/196 – 13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado “criminis causae”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 
1704/1708 y, en su mérito, disponer que la condena impuesta a Claudia Soledad Luna lo es en calidad de 
cómplice secundaria del delito de homicidio “criminis causae” (art. 80 inc. 7º del C.P.), a la pena de doce años 
de prisión y ordenar a la Cámara Primera en lo Criminal que disponga su inmediata detención, y que proceda 
a remitir las copias pertinentes al Fiscal de la Provincia de Santiago del Estero que por turno corresponda, 
conforme lo indicado en el considerando 7º de la presente. 
DOCTRINA: Es válida la sentencia de condena, si la comisión del hecho y la coautoría de los acusados surge 
de una apreciación integral y equilibrada de las constancias de la causa acorde a las reglas de la lógica, la 
psicología y la experiencia común, y la calificación jurídica a ese respecto también es correcta ya que procede 
el homicidio "criminis causae" cuando el ladrón ha vinculado ideológicamente el homicidio con el robo, sea 
como medio para cometerlo, ocultarlo, asegurar sus resultados o su impunidad, sea como manifestación de 
despecho.  
       La participación criminal exige la existencia de concierto doloso y de un hecho objetivamente único -
acción típicamente antijurídica. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz y Posadas). 
              Es plenamente válida la sentencia que condena a  los acusados por el delito de homicidio “criminis 
causae”, si el tribunal de juicio valoró  las declaraciones indagatorias de los imputados, tanto las prestadas en 
sede instructoria como las vertidas en el debate, de las cuáles surge que ambos acometieron con extrema vio-
lencia a la víctima con el fin de apoderarse ilegítimamente de sus bienes, golpeándola aún cuando se encon-
traba en el suelo y vencida en sus posibilidades de defensa, valiéndose de un elemento metálico que en la 
forma de aplicarlo y su reiteración tenía capacidad ofensiva de gran peligro, sumando en la agresión la aplica-
ción de varios puntapiés. 
            A los fines de la aplicación de la figura agravada prevista en el artículo 80 inciso 7º del Código Pe-
nal, no es indispensable que se acredite que quienes producen el accionar homicida, actúen premeditadamente 
o mediando una planificación anticipada; basta con que el causante se proponga la muerte en conexión ide-
ológica con el delito que pretende cometer, para liberar los obstáculos que se presentan imprevistamente en su 
ejecución o para precaverse de las consecuencias legales, pues igualmente aquí se presenta la obstinación 
delictiva que no repara en el respeto de la vida ajena, extremo éste que justifica la intensificación del reproche 
penal. 



            La actuación de la coimputada se encuentra descripta y encuadrada correctamente como partícipe 
primaria responsable del delito de robo calificado en despoblado y en banda, si se desprende de las constan-
cias de la causa que no participó de la agresión que produjo el deceso de la víctima. (Del voto del Dr. Ferra-
ris). 
              La conducta criminosa encuentra encuadre dentro de la figura penal de homicidio criminis causae en 
calidad de coautor, si el designio de obrar en común con el resto de los imputados resulta latente dentro de las 
constancias de las actuaciones. (Del voto del Dr. Vittar). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Vittar, Posadas, Catalano Díaz.    DOCTRINA: Dra. Galli.    CAUSA: C/C 
GUERRERO, JORGE ANTONIO; CORONEL, MANUEL ALBERTO; LUNA, CLAUDIA SO-
LEDAD – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.724/10)(Tomo 172:  625/648 – 
11/enero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en grado de tentativa; dolo homicida; emoción violenta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 316/324 vta.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio en grado de tentativa, si el tribunal 
de juicio consideró en grado de certeza que el acusado se desenvolvió con dolo homicida haciendo uso de un 
arma blanca que portaba y cuya capacidad letal conocía, luego de insultar e instar a peleara la víctima, quien 
al aproximarse recibió en forma imprevista y con fuerza un “puntazo” en la zona epigástrica a la altura del 
abdomen superior que penetró hasta ocasionarle una herida punzante en cara anterior del estómago y que 
pudo ocasionarle la muerte. 
           La tentativa de un delito determinado requiere que quien comienza su ejecución, no lo consume por 
razones extrañas a su voluntad. En consecuencia, exige la concurrencia de tres elementos para ampliar el 
radio de punibilidad: el fin de cometer un delito determinado, el comienzo de ejecución y la no consumación 
por causas extrañas a la voluntad del agente.  
           El propósito homicida puede inferirse a partir de las características del arma empleada y de las heri-
das causadas. 
           Es ajustado a derecho el encuadre legal realizado por el tribunal a la luz de los principios de la sana 
crítica racional, si ha excluido el estado de emoción violenta como motivo de atenuación pretendido por la 
defensa, con fundamento en el modo en que ocurrieron los hechos y el dolo con que actuó el acusado revelan-
do su intención de causar la muerte de una de las víctimas. 
           No cabe admitir una concepción de la emoción violenta que la entienda configurada en cualquier 
estado de indignación, sino que se exige un grado de intensidad idóneo para alterar el dominio del sujeto y 
que no llegue a eliminar su voluntad 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: C/C LIZONDO, JOSÉ FRANCISCO – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº 
CJS 35.099/11) (Tomo 172:  913/920 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en ocasión de robo, agravado por la intervención de 
menores de 18 años de edad; coautor; artículo 41 quater del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 531/533. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado como coautor del delito de homicidio en ocasión de robo, agravado 
por la intervención de menores de 18 años de edad, si el tribunal de juicio encontró acreditado que en un ca-
mino vecinal, atacó con fines de robo a las víctimas, resultando muerto una de ellas por heridas causadas con 
un cuchillo, a partir del material convictivo reunido, en particular de la declaración de un testigo y de las in-
dagatorias de los acusados y los menores quienes acordaron el robo –sus víctimas y modalidad-, sabiendo que 
se iba a usar un arma blanca de grandes dimensiones y tomando activa participación en el hecho más allá de 
que haya sido sólo uno quien usó el cuchillo de forma letal. 
        Cabe atribuir la coautoría del delito de homicidio en ocasión de robo a quien prestó su voluntad para 
el robo, aun cuando no haya ejecutado el acto mortal, pues en la coautoría rige el principio de la recíproca 
imputación directa de todas las contribuciones al hecho realizadas en el marco de la resolución común. (Del 
voto de los Dres. Díaz, Catalano, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
             El artículo 41 quater del Código Penal debe ser interpretado en sus justos límites y, de acuerdo a las 
circunstancias particulares de la causa y las pruebas colectadas durante el proceso, evaluar si efectivamente el 
menor fue utilizado como mero instrumento inimputable en la comisión del ilícito o si, en su caso, actuó co-
mo copartícipe de la acción criminal que culminó con la imposición de la pena al causante. 
           Para que proceda la agravante, la participación del mayor de edad debe poner en evidencia, en forma 
diáfana, que se ha pretendido descargar, transferir o diferir la responsabilidad penal en los menores, o que 
éstos han sido instigados por los adultos para intervenir en el hecho. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.    DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C LEZCANO, MARIO DAMIÁN; CARRIZO, JOAQUÍN GERARDO; 
FERNÁNDEZ, JAVIER FERNANDO; CARRIZO, JAVIER ERNESTO; DÍAZ, JUAN 



ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.804/11)(Tomo 172: 1071/1084 
- 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple con exceso en la legítima defensa; motivación de 
la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 498/504.  
DOCTRINA: Es responsable del delito de homicidio simple con exceso en la legítima defensa el acusado, si 
el tribunal tuvo por acreditado que la muerte violenta fue producto de una herida de arma blanca ocasionada 
por el imputado, en exceso de legítima defensa, luego de haber sido invitado a una pelea por la víctima, quien 
tomó la iniciativa beligerante, a partir de la versión aportada por los efectivos policiales, el examen médico y 
autopsia, informe técnico criminalístico, inspección ocular, láminas fotográficas y croquis ilustrativo y actas 
de inspección ocular. 
        El exceso intensivo en la legítima defensa referido en el artículo 35 del Código Penal, en el que se 
supera la medida de la defensa permitida, requiere de la existencia de una situación objetiva de defensa legí-
tima, es decir, de una agresión actual y antijurídica, pues no podría excederse quien no se hubiera encontrado 
previamente en situación de defensa. 
          La sentencia cuenta con suficiente motivación, si ha subsumido los hechos probados en la figura 
penal correspondiente, sin rebasar los dictados de la sana crítica y ha satisfecho las exigencias de toda deci-
sión jurisdiccional producida dentro del marco de legalidad y razonabilidad de sus fundamentos.   TRIBU-
NAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: C/C FIGUEROA, FABIÁN OSCAR – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº 
CJS 34.713/11) (Tomo 172:  255/268 – 13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito; absolución; culpa ex-
clusiva de la víctima. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 151/ 153 vta., y en su 
mérito, dejar sin efecto la condena impuesta al Sr. Cristian Adrián Ibáñez en la sentencia recurrida, dispo-
niendo su absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P. (Ley 6345 y modificatorias), 20 de 
la Const. Prov. y 18 de la C.N.  
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de homicidio culposo en accidente de tránsito, si del 
material probatorio legalmente incorporado a la causa no ha logrado comprobarse que el resultado dañoso sea 
consecuencia directa y necesaria de su accionar, por lo cual no es acertado cargarle con esa determinación 
antirreglamentaria elegida por la supuesta víctima en un actuar desaprensivo, conduciendo a alta velocidad y 
en un estado de ligera euforia, lo que motivó que perdiera el control del rodado e impactara en la parte trasera 
del camión. 
           Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formula-
do por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación. 
           Un accidente de tránsito puede tener múltiples causas pero hace al deber del juez, a la hora de moti-
var una sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si entre los factores esenciales que de-
terminaron la producción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado asociado a la violación de su 
deber de diligencia. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar). 
              Si el accidente se produjo sobre una ruta nacional, se invalida todo lo actuado, debido a que, el juez 
que intervino no tenía competencia sobre el lugar en que ocurrieron los hechos, y, por lo demás, la competen-
cia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: “C/C IBÁÑEZ, CRISTIAN ADRIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.742/11) (Tomo 172: 375/394 – 13/diciembre/2012) 
 
 RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple en grado de tentativa agravado por el uso de 
arma de fuego; dolo;  valoración de la prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 444/450. 
DOCTRINA: Es responsable el imputado del delito de homicidio simple en grado de tentativa agravado por 
el uso de arma de fuego, si en la sentencia recurrida, el tribunal tuvo por acreditado con el grado de certeza 
necesario para condenar, que el acusado arremetió a la víctima desde escasa distancia y le disparó con arma 
de fuego, impactando el proyectil sobre su cuerpo, intención que no se consumó por la pronta atención médi-
ca que recibió, lo que se corrobora con las declaraciones los testigos presenciales, en especial de la víctima y, 
además, la historia clínica donde consta la internación de la víctima en el hospital. 

El dolo requerido para la tentativa es el directo, que trasunta la intención o propósito de realizar un 
acto que produzca la muerte. 



TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C BURGOS, DANIEL GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.391/11) (Tomo 172: 875/884 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple, motivación de la sentencia; valoración de la 
prueba; sana crítica; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 595/596 vta.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de homicidio simple cuenta con debida moti-
vación, tanto en lo relativo a la reconstrucción fáctica del hecho como al derecho aplicable, y es fruto de una 
valoración acorde con las reglas que rigen la sana crítica racional, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado 
que provocó la muerte de la víctima en su propio domicilio, en base al acta de secuestro del cuchillo mancha-
do de sangre y una piedra y toda la evidencia allí evaluada converge para determinar de un modo razonable, la 
plena convicción acerca de que el acusado desarrolló la conducta homicida. (Del voto de los Dres. Catalano, 
Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
                     Un correcto abordaje de este tipo de delitos, fruto de la violencia machista o de género aún fuer-
temente imperante en nuestras sociedades, impide continuar apelando a la figura del “crimen pasional” para 
referirnos al asesinato de mujeres víctimas de la violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: C/C MEDINA, DARÍO GUILLERMO – RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. 
N° CJS 35.440/12) (Tomo 172: 799/808 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple, valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 420/422. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio simple, si el tribunal de juicio ha 
observado el método de la sana crítica racional para reconstruir el suceso histórico que se atribuye al acusado 
sin que tal proceder esté arraigado en la íntima convicción de los jueces y, establecida la base fáctica, no 
existió arbitrariedad en el proceso de selección y valoración de la prueba para determinar que el hecho inves-
tigado encuadra en la figura del artículo 79 del Código Penal, en tanto el acusado dio fin a la vida de la 
víctima valiéndose de un medio idóneo para ello y en pleno gobierno de sus facultades, resultando su conduc-
ta imputable a título de dolo. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  “C/C ACOSTA, JULIO ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.579/11) (Tomo 172: 1003/1012 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de lesiones leves, lesiones agravadas por el vínculo; la denuncia; 
sistema de libertad probatoria; inmediación del tribunal de juicio; poder de corrección de los padres para 
con los niños; violencia contra las mujeres. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 279/286.  
DOCTRINA: Es responsable el acusado de los delitos de lesiones leves y lesiones agravadas por el vínculo, 
si el daño en el cuerpo de las víctimas se encuentra absolutamente probado por los certificados médicos, 
siendo coincidentes las lesiones constatadas con los hechos descriptos en la denuncia, que fueron observadas, 
asimismo, por una testigo. 
           La denuncia sólo vale en cuanto transmisión de conocimiento acerca de un posible hecho delictuoso, 
los responsables de él y los elementos útiles para los primeros pasos de la investigación, por lo tanto consti-
tuye una fuente importante de prueba, máxime cuando ella proporciona los elementos primarios para la ave-
riguación de la verdad, pero no es en sí un medio, en sentido estricto, aunque se introduzca en el proceso en 
forma de documento. 
          En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elemen-
tos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o 
desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendi-
miento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
          El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restár-
selo a una prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. 
           El ejercicio de la patria potestad encuentra como límites infranqueables a las garantías y derechos 
que, esencialmente en el seno familiar, amparan a todo niño. 
           El poder de corrección debe ejercerse moderadamente, debiendo quedar excluidos los malos tratos, 
castigos o actos que lesionen o menoscaben física o psíquicamente a los menores. (Del voto de los Dres. 
Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 



                La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos huma-
nos que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, que 
tienda a evitar que alguien que pertenece a su entorno familiar les cause daño, en razón de encontrarse en una 
posición de dominación-sometimiento. La mujer víctima de violencia se siente “entrampada” en su relación 
sin poder tomar decisiones que pongan fin a su injusta situación de sometimiento. 
          Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, liber-
tad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C ALE, DANTÓN GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.016/11) (Tomo 172: 1051/1062 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves agravadas por el vínculo; valoración de la prueba; 
declaración de la víctima; certificado médico; inmediación del tribunal de juicio; certeza para condenar; 
violencia contra las mujeres. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 83/86. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado por el delito de lesiones leves agravadas por el vínculo en contra de 
su esposa, si la convicción del tribunal de juicio encuentra basamento esencial en la apreciación inmediata de 
la testimonial prestada en el juicio por la denunciante y, muy especialmente, en la percepción de tales mani-
festaciones orales, que también se condicen con la hipótesis delictiva oportunamente anoticiada y con el 
certificado médico policial, el acta de matrimonio original e informe psicológico del imputado. 

Las lesiones son un delito de resultado, por lo cual los informes médicos acerca de su naturaleza y 
magnitud son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta 
calificación legal. 

Las lesiones son un delito de resultado, por lo cual los informes médicos acerca de su naturaleza y 
magnitud son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta 
calificación legal, máxime cuando el examen pertinente fue efectuado a los tres días de acaecido el hecho y 
su resultado se condice con las lesiones denunciadas. 

El tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación 
aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o porque no se 
halle acompañada de los debidos fundamentos 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de esa naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posa-
das, Vittar y Catalano) 
               La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la in-
clusión de aquéllas que son abusadas sexualmente, por alguien que pertenece a su entorno familiar razón por 
la cual se encuentran en una posición de dominación-sometimiento. 

Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, liber-
tad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C BARJA, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.524/12) (Tomo 172: 313/324 – 13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo agravado por el uso de arma en grado de tentativa en concur-
so real con robo simple;  certeza necesaria para condenar; valoración de la prueba; principio de inmedia-
ción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 368/370. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de robo agravado por el uso 
de arma en grado de tentativa en concurso real con robo simple, si la convicción del tribunal de juicio en-
contró sustento esencial en la apreciación de las claras, precisas y concordantes declaraciones prestadas en el 
proceso por la denunciante y por su hijo y en las testimoniales quienes intervinieron inmediatamente después 



de la comisión del ilícito penal, amén de que ellas se condicen con otros elementos de convicción, como ser el 
acta de secuestro y los reconocimientos en rueda de personas. 

El tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación 
aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o porque no se 
halle acompañada de los debidos fundamentos 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de esa naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C UNCOS, JOSÉ VÍCTOR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.236/12) (Tomo 172: 1063/1070 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de armas; invocación de eximente por 
estado de alcoholización; sistema de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 742/750. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de robo calificado por el uso de armas, si el tribu-
nal de juicio encontró acreditado que la imputada detuvo a la víctima pidiéndole monedas, luego lo tomó de la 
corbata para que le diera plata y no sólo monedas, llamó a su amigo quien apareció con un cuchillo pidiéndole 
todo lo que tenía y la víctima les entregó dinero, un reloj, un celular y un portaminas con el cual la acusada le 
dio puntazos en el cuerpo mientras le decía a su amigo que le clavara el cuchillo, hechos que no revelan 
pérdida de conciencia alguna, como tampoco que la causante no haya podido comprender la criminalidad del 
acto ni dirigir sus acciones. 
           No basta hablar de trastornos por abuso de alcohol para exculpar a quien los padece, pues para mere-
cer la eximente, dichos trastornos deben, por su entidad, disminuir la razón y la conciencia de quien los sufre 
privándolo de comprensión y voluntad en la realización del acto ejecutado 

La ingesta de alcohol “per se” no produce la situación de inimputabilidad, como tampoco la produce 
la influencia de otras sustancias abusivamente consumidas. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C TERRAZAS, ESTEFANÍA NATALIA - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.636/12) (Tomo 172: 341/348 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma; sistema de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 523/525 vta. 
DOCTRINA: La imputación y la condena del acusado como autor del delito de robo calificado por el uso de 
arma encuentran debido fundamento en la sentencia, si la determinación de los hechos ha sido derivada a 
partir de la credibilidad asignada por el tribunal a la declaración coherente, constante y sincera de la víctima 
durante el debate, relato que a su vez fue ponderado junto a las declaraciones de los testigos y el careo practi-
cado, amén del secuestro del arma en poder del imputado. 

En el procesal penal rigen el sistema de libre convicción o sana crítica racional y su corolario de li-
bertad probatoria. Esto implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probato-
rios descriptos por la ley y, por el otro, que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o 
desvirtuar la existencia del hecho, el tribunal conserva la facultad de valorarlos conforme a las reglas del 
recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C CARABALLO, HUGO ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.362/12) (Tomo 172: 787/792 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo; coautor; calificante por el uso de arma; banda; sistema de 
libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 218/228. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena de la acusada como coautora del delito de robo doblemente 
calificado por el uso de arma y en lugar poblado y en banda, si el tribunal tuvo por acreditado con el grado de 



certeza necesario que en circunstancias en que la víctima se encontraba en la parada de colectivo, fue aborda-
do en forma repentina por la imputada y por dos personas más de sexo masculino, quienes mediante la utili-
zación de armas blancas que tenían en sus manos lograron apoderarse de un aparato celular y del dinero que 
aquél traía consigo, en base a una ponderación de todas las constancias de la causa, entre ellas las declaracio-
nes de la víctima y de los testigos, a lo que se suma el secuestro a la imputada, en ese mismo momento, del 
cuchillo que da cuenta el acta. 
           Para que exista robo agravado por el empleo de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efec-
to intimidante en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido efectivo 
riesgo de que esa arma sea empleada como tal. El arma es considerada desde el punto de vista del poder inti-
midante que ejerce sobre la víctima 
           El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo) que sabiendo que dispone de un arma lo 
hace conocer a su víctima cualquiera sea el modo, blandiéndola o mostrándola, entre otros, logra con ello 
vencer más fácilmente la resistencia al despojo. 
           Para que la banda sea considerada agravante calificativa del robo es suficiente que tres o más perso-
nas hayan formado parte en la ejecución del hecho, sin necesidad de que tales partícipes integren una asocia-
ción ilícita en los términos del art. 210 del C.P.; ello así por cuanto su aplicación se ve justificada en el mayor 
poder intimidatorio que implica la pluralidad de autores, con independencia de roles o tareas llevada a cabo. 
           En nuestro sistema procesal penal rigen el sistema de la libertad probatoria y el de libre convicción 
del juez o sana crítica racional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o 
limitarse a los elementos probatorios descriptos en la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la 
causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las 
reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.     DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C CHOQUE, NATIVIDAD BELÉN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.497/12) (Tomo 172: 1013/1022 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma; sistema de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 523/525 vta. 
DOCTRINA: La imputación y la condena del acusado como autor del delito de robo calificado por el uso de 
arma encuentran debido fundamento en la sentencia, si la determinación de los hechos ha sido derivada a 
partir de la credibilidad asignada por el tribunal a la declaración coherente, constante y sincera de la víctima 
durante el debate, relato que a su vez fue ponderado junto a las declaraciones de los testigos y el careo practi-
cado, amén del secuestro del arma en poder del imputado. 

En el procesal penal rigen el sistema de libre convicción o sana crítica racional y su corolario de li-
bertad probatoria. Esto implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probato-
rios descriptos por la ley y, por el otro, que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o 
desvirtuar la existencia del hecho, el tribunal conserva la facultad de valorarlos conforme a las reglas del 
recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C CARABALLO, HUGO ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.362/12) (Tomo 172: 787/792 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo; motivación de la sentencia; condena de ejecución condicio-
nal; individualización de la pena conforme Ley 22278. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 244/256.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de robo se cimenta en una motivación regu-
lar, si ha sido dictada en consideración a las pruebas introducidas al proceso sin objeción alguna y las cons-
tancias de la causa, observando las pautas de razonabilidad, por lo cual cumple con el presupuesto legal de 
fundamentación al otorgar las explicaciones necesarias por las cuales arriba a la decisión. 
      La condenación condicional sólo procede si se trata de la primera condena impuesta a la persona 
como autor o partícipe de un delito. La condena es la primera si lo es en orden al tiempo que se dictó la perti-
nente sentencia. Su prioridad no atiende, por lo tanto, al tiempo de comisión del delito juzgado. 
           La regla es la prisión efectiva y la condicionalidad lo extraordinario. 
           La condicionalidad de la pena no es una obligación del juez en casos de penas menores de tres años, 
sino una facultad que debe ser mensurada en cada caso. 
           La ley 22278 confiere al juez de menores -en su art. 4º inc. 3º- la facultad y no el deber de ponderar 
la "necesidad de la pena", y la posibilidad de absolverlo o aplicarle una pena disminuida aun cuando haya 
comprobado la responsabilidad penal del menor por el hecho investigado. 
           Es justa la pena impuesta, si el tribunal realizó la reducción prevista en la ley 22278 siguiendo la 
escala de la tentativa, sin desconocer la minoridad del imputado en el momento del hecho. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.     DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: C/C GÓMEZ, LUIS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
35.167/11) (Tomo 172:  893/902 - 04 /febrero/ 2013) 



 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Impedimento de contacto entre padres e hijos menores no convivientes. Sobre-
seimiento por prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 607/610 vta. 
DOCTRINA: Es válida la resolución que dispuso el sobreseimiento a favor de la imputada por el delito de 
impedimento de contacto entre padres e hijos menores no convivientes, si de las constancias de la causa surge 
que ha operado la prescripción de la acción penal. 

El delito de impedimento de contacto entre padres e hijos menores no convivientes es de comisión 
permanente y no es dable trasponer los límites señalados en el requerimiento fiscal acudiendo a una presun-
ción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, provocando que este tipo de ilícitos 
se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles. 

En tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, 
será necesario que éste se reedite. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Posadas y Granata) 
               La naturaleza de la figura de impedimento de contacto entre padres e hijos menores no convivientes 
como delito permanente o continuo, no obsta en modo alguno a que la conducta omisiva a reprochar deba 
tener un límite temporal, el que debe establecerse en el momento de la requisitoria fiscal de juicio. Endilgarle 
una base fáctica distinta en lo temporal, o sea achacándole al imputado obligaciones periódicas incumplidas 
con posterioridad, sin darle la posibilidad de defensa de esa prolongación de la conducta omisiva, afecta el 
principio de congruencia y viola el derecho de defensa. (Del voto del Dr. Román) 
                El impedimento de contacto no requiere, para que pueda cometerse la infracción, una cierta multi-
plicidad de hechos, basta la presencia de una sola frustración por impedimento u obstrucción. 

Se debe respetar el derecho del niño que esté separado de uno o ambos padres a mantener relaciones 
personales y contacto directo con ellos de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 
               Debe considerarse prescripta la acción penal si desde el último acto comisivo del tipo penal y anali-
zado en conjunto con las normas relativas a la prescripción de la acción penal, ha transcurrido el plazo legal. 
(Del voto de los Dres. Vittar y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar –Jueces de Corte-, Enrique Carmelo Granata y 
Raúl Román –Jueces de Cámara llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: “C/C 
P.B.N.E. – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.974/10) (Tomo 172:  153/162 – 
13/diciembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización de la pena; imposición de una pena mayor a la solicitada 
por el Ministerio Público Fiscal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1775/1778 y 
1880/1895 vta. 
DOCTRINA: La potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del 
Código Penal no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público 
Fiscal. 

La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada -base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a la 
garantía de legalidad y de judicialidad 

La imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal no constituye agra-
vio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustanciales del juicio 
relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Catalano, Cornejo, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: “C/C 
OSORES, MARCOS RAMÓN; CARABAJAL, CINTIA NOEMÍ; TREJO, MAIRA LI-
LIANA; VENTURA, ROBERTO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.714/12) (Tomo 172:  683/696 – 18/enero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; extemporaneidad de su interposición. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
5/6. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación si fue interpuesto extemporáneamente, en 
virtud del principio de perentoriedad de los plazos establecidos a favor de las partes. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ZURITA, JESÚS MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
34.846/11) (Tomo 172:  61/66 - 12 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; resolución que rechaza la oposición planteada por la 
defensa a la notificación del cómputo de pena; taxatividad de los recursos. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
4801/4803 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que rechaza 
la oposición planteada por la defensa a la notificación del cómputo de pena, en virtud del principio de taxati-
vidad de los recursos establecido por el art. 443 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) y atento 
que el cómputo de la pena y su notificación son una consecuencia directa de una sentencia definitiva, lo que 
no causa gravamen de imposible reparación ulterior. 
            El cómputo de la pena no constituye un pronunciamiento judicial susceptible de pasar en autoridad 
de cosa juzgada, sino una actividad actuarial cuya aprobación se produce de pleno derecho, por ministerio de 
la ley, por el transcurso del término contemplado en el artículo 502 del Código Procesal Penal (texto según 
Ley 6345 y modificatoria). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
URTADO, MANUEL ENRIQUE; GÓMEZ, JORGE CÉSAR; DÍAZ, OSCAR MARIANO; 
TORRES, ELIZABETH DEL VALLE – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
33.692/10) (Tomo 172: 619/624 - 10 /enero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; necesidad de suspender el trámite del recur-
so a fin de verificar causal interruptiva del plazo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 26/29 vta. y 
ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta Nominación a fin de que proce-
da a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de sentencia condenatoria 
que haya interrumpido la prescripción de la acción penal y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: La prescripción de la acción es de orden público, y se produce de pleno derecho por el transcur-
so del plazo pertinente. Puede declararse de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en 
forma previa a cualquier decisión sobre el fondo, y es ajena a ella la conformidad o disconformidad del intere-
sado, porque no causa a él ningún agravio. 

Corresponde suspender el trámite del recurso de casación y disponer que previamente el tribunal de 
origen verifique si durante el término de prescripción se dictó contra el acusado una sentencia condenatoria 
que haya interrumpido el plazo y dicte resolución en consecuencia. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: "C/C MAMANÍ, JULIO EDUARDO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 35.425/12) (Tomo 172:  
215/222 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; sobreseimiento dispuesto sin contar con 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 49/50 y, en su mérito, 
dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 48 y vta. y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccio-
nal y de Garantías y de Menores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Orán, a efectos de que constate 
mediante los informes actualizados del R.N.R. la existencia o no de una condena por otro delito que haya 
interrumpido la prescripción de la acción penal y resuelva en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispuso el sobreseimiento por extinción de la 
acción, si se ha dispuesto sin verificar previamente la interrupción o no del plazo de prescripción por comi-
sión de otro delito, mediante un informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.    DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: C/C ERAZO, SANTOS CRISTÓBAL - RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. 
Nº CJS 35.087/11) (Tomo 172:  921/926 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prisión domiciliaria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión objeto del recurso de casación deducido a fs. 
37/40 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación interpuesto con-
tra la resolución que rechazó el pedido de prisión domiciliaria solicitado por la interna si a la fecha el tribunal 
de juicio concedió la excarcelación. (Del voto de los Dres. Ferraris y Vittar) 
              El recurso de casación resulta abstracto si las circunstancias sometidas a examen ya no existen, pues 
dictada resolución definitiva, la causa se encuentra en etapa de ejecución y, por ende, el incidente de índole 
procesal ha sido superado; además, el estado de gravidez y las cuestiones atinentes a los otros dos hijos de la 
acusada, también han sufrido variación y ello debe ser objeto de nuevas verificaciones, cuya diligencia escapa 
a la competencia recursiva de la Corte y es materia original del Juez de Ejecución, ante quien correspondería, 
en todo caso, reproducir la cuestión, garantizándose el derecho al recurso. (Del voto de los Dres. Catalano,  
Posadas y Díaz) 



TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “LUNA, CLAUDIA SOLEDAD – INCIDENTE DE PRISIÓN DOMICILIARIA – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.066/10) (Tomo 172: 649/658 - 11 /enero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que dispone el sobreseimiento por prescripción; necesidad de 
verificar interrupción del plazo por comisión de un nuevo delito mediante informe fehaciente del Registro 
Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 63/64 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 61/62.  
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento por prescripción de la 
acción penal, sin haberse constatado previamente la inexistencia de una causal interruptiva del plazo por co-
misión de un nuevo delito mediante un informe fehaciente del Registro Nacional de Reincidencia. 
            No corresponde sustituir los informes certeramente expedidos mediante el cotejo de fichas dactilares 
por los llamados informes nominativos que emite el Registro Nacional de Reincidencia. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, NILDA ISABEL; ARCE, TEODORA MARTINA – RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.298/12) (Tomo 172: 867/874 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal privada; aplicación re-
troactiva de la ley penal más benigna. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 144/150. 
DOCTRINA: Corresponde confirmar la sentencia que dispuso el sobreseimiento por prescripción de la acción 
penal privada, si en la causa han transcurrido más de dos años sin que se hubiese suspendido o interrumpido 
el término de prescripción desde la citación a juicio. 
           El cambio de penalidad respecto de los delitos de calumnias e injurias, devino en ley penal más be-
nigna para el querellado y por lo tanto debe ser aplicada retroactivamente a su favor, con lo cual el nuevo 
plazo prescriptivo se habría reducido de tres años a dos por tratarse de delitos reprimidos con pena de multa. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman , Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: 
QUERELLA CONTRA LATORRE, FRANCISCO JAVIER POR CALUMNIAS E INJU-
RIAS EN PERJUICIO DE LATORRE, MARIA XIMENA; LATORRE, MARIA EUGE-
NIA; LLORIAN, GLORIA DEL VALLE; LATORRE, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.833/11) (Tomo 172: 885/892 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por la defensa a fs. 
104/113. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de 
inhabilitación, si el imputado no cumple con el requisito de ofrecimiento de autoinhabilitación para conducir 
vehículos automotores.  

Para que proceda la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento de reparación del daño debe ser 
cuantificable, claro y serio, de conformidad a las constancias de la causa. (Del voto de los Dres. Vittar,  Cata-
lano, Ferraris y Kauffman) 
               No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado tiene pena de in-
habilitación, en virtud de la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas)  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Díaz,  Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C SIVILA SEGOVIA, ZACARÍAS AUSBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.052/11)(Tomo 172: 809/826 - 04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Delitos que tienen pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 51/55 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no cumple con el 
requisito de ofrecimiento de auto-inhabilitación para conducir vehículos automotores 

La prohibición contenida en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal de otorgar la 
suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, puede ser supera-
da si el imputado ofrece auto-inhabilitarse para desarrollar la actividad y satisface con ello los intereses prote-
gidos sin lesionar sus derechos y los de la sociedad. (Del voto de los Dres. Vittar y Kauffman) 
                Es improcedente la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el requisito que en el supues-
to viabiliza el instituto –ofrecimiento de auto-inhabilitación para conducir vehículos automotores- y tampoco 
se aprecia motivo válido alguno que fundamente la negativa del imputado de someterse a la incapacidad y 



evitar, sin satisfacer los fines de prevención especial, la sustanciación del debate. (Del voto de los Dres. Cata-
lano y Ferraris) 
                  No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba en los delitos que tienen pena de in-
habilitación, en virtud de la expresa prohibición establecida en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
                 No resulta razonable, ni se compadece, con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del 
Código Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad, resulten excluidos 
debido a que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RUEDA, JUAN CARLOS – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.724/11) (Tomo 172: 769/786 - 
04 /febrero/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia, incumplimiento de los requisi-
tos legales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 79/90 vta. 
DOCTRINA: No corresponde conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si no se cumplen los 
fines de prevención especial protegidos por el art. 76 bis penúltimo párrafo del C.P. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Ferraris y Catalano) 
      En virtud de la expresa prohibición dispuesta en la norma del penúltimo párrafo del art. 76 bis del 
Código Penal, no procede otorgar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con 
inhabilitación. (Del voto del Dr. Díaz) 
                Procede la suspensión del juicio a prueba si se cumplen los requisitos del instituto y a resultas del 
correspondiente juicio hipotético sobre las condiciones del art. 26 del Código Penal. (Del voto de los Dres. 
Vittar y Kauffman) 
               El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última ratio del 
ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que más 
derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 
bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años se 
funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. (Del voto del 
Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MÉNDEZ, JULIO GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN”  (Expte. Nº 
CJS 33.538/10) (Tomo 172:  1085/1112 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión de juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño; razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 41/ 43 y, en su mérito, 
dejar sin efecto  la resolución de fs. 35/40. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba a favor del 
imputado, si en el caso concreto media una palmaria irrazonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño 
en la medida de lo posible, que se exige para la procedencia del instituto. 

El ofrecimiento del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible 
significa que sea razonable y proporcional a los perjuicios ocasionados. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, 
Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano) 
              Para que proceda la suspensión del juicio a prueba es requisito que el imputado ofrezca hacerse 
cargo de la reparación del daño. La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no 
sólo debe valorar el “quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar 
en forma motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposicio-
nes de los posibles damnificados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ALTAMIRANO, ERNESTO RICARDO - INCIDENTE DE SUSPEN-
SIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.061/11)  (Tomo 172: 1023/1032 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, Ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 38/43 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea suficiente, razona-



ble y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no 
debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, 
tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la inter-
nalización del acusado con la supuesta víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una 
tragedia de la vida real. 

No es condición, para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba, que el damnificado direc-
to se haya constituido en actor civil ni tampoco la aceptación del ofrecimiento de reparación efectuado por el 
imputado, quedando, en su caso, expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del hecho 
ilícito. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman y Vittar) 
              Si la parte damnificada, que persigue su reparación civil en el proceso penal expresa su disenso, el 
mismo será sólo un elemento a ponderar por el juez en el marco de la razonabilidad, ya que la ley, en caso de 
suspensión del juicio, declara habilitada para el damnificado la vía civil correspondiente 

La ley exige el ofrecimiento del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de 
lo posible, lo que significa que sea razonable; las modalidades de tiempo y forma propuestas debían, por un 
lado, partir de las posibilidades del imputado y, además, ser proporcionales a la entidad del supuesto daño 
producido, como objeto perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que jurídicamente impu-
tado, constituyen una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Cornejo) 
                Para que proceda la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento de reparación del daño debe ser 
cuantificable, claro y serio, de conformidad a las constancias de la causa. Ello es así porque, para la proceden-
cia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la instancia de grado, una 
reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima y a sus propias posibili-
dades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indem-
nización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y since-
ro que demuestre la internalización del acusado con la víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, 
constituye una tragedia en la vida real. (Del voto del Dr. Posadas) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito que se imputa se encuentra conminado con 
pena conjunta de inhabilitación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del artículo 
76 bis del Código Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VUJOVICH, JORGE SEBASTIÁN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.156/11) (To-
mo 172: 87/102 - 13 /diciembre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño; razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 19/20 vta.  
DOCTRINA: Para obtener el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, el acusado debe ofrecer hacerse 
cargo de la reparación de los daños ocasionados por el delito en la medida de lo posible, por lo que no resulta 
suficiente, para ello, reproducir textualmente la letra de la ley, sino que tal ofrecimiento, para ser real y cum-
plir con la exigencia de control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado. Dicha propuesta debe 
partir de las posibilidades del imputado y, además, ser proporcional a la entidad del supuesto daño producido, 
demostrando, como objeto perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que, jurídicamente 
imputado, constituye una tragedia de la vida real. 
           No es condición, para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba, que el damnificado direc-
to se haya constituido en actor civil ni tampoco la aceptación del ofrecimiento de reparación efectuado por el 
imputado, quedando, en su caso, expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del hecho 
ilícito. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 
              El ofrecimiento de reparar el menoscabo debe ser formulado con independencia de la procedencia de 
las acciones civiles donde se demanda la indemnización de los perjuicios que en forma paralela puedan estar 
en trámite. Por tal razón, aún cuando la reparación ofrecida no abarque el monto total del daño producido o no 
satisfaga las pretensiones de la víctima, la suspensión del juicio a prueba puede ser acordada. 
     No debe considerarse, al momento de establecer la razonabilidad de la reparación ofrecida, lo recla-
mado por la supuesta víctima en la actoría civil sino lo que se le imputa a la acusada al promover la acción 
penal. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“PÉREZ DE LLAYA, ELENA RAQUEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.875/10) (Tomo 172:  227/236 – 
13/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Procedencia en casos de delitos con pena 
superior a tres años por posible condena de ejecución condicional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 28/30 vta. 



DOCTRINA: Es procedente la suspensión del juicio a prueba si la naturaleza de los hechos que configuran un 
delito cuya pena excede los tres años de prisión, si conforme las condiciones personales de los acusados es de 
esperarse que en caso de dictarse sentencia condenatoria en su  contra, la misma pueda ser de ejecución con-
dicional. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz y Kauffman) 
                El criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis a los delitos que tienen pre-
vista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en una exégesis irrazona-
ble de la norma que no armoniza con los principios de legalidad y “pro homine” que impone privilegiar la 
interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano. 

El beneficio de suspensión del juicio a prueba abarca tanto los delitos cuya pena privativa de libertad 
en abstracto no exceda los tres años de prisión o reclusión como así también aquella categoría de injustos que 
aún superando en su dosimetría máxima dicho monto, el posible pronunciamiento a dictarse sea de ejecución 
condicional. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               Corresponde denegar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el tribunal ha concluido, 
con debida motivación, en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la certeza 
necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche penal que 
concretamente cabría imponer. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ROMANO, VÍCTOR ALEJANDRO; ÁVILA, NICOLÁS ALEJANDRO – 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 34.263/11)(Tomo 172:  499/520 - 13 /diciembre/ 2012) 
 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones procesales; denegación de recursos deducidos 
por ante los tribunales locales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 784/804. 
DOCTRINA: No procede, en principio, el recurso extraordinario federal, respecto de decisiones que tienen 
por objeto la aplicación e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no 
admisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la 
organización de las instancias locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afecta-
ción de los derechos de raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la 
parte interesada. 
          Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordina-
rio, cuando han sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judi-
cial válido. 
          La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman  
y Posadas) 
      Si bien las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los 
tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria en virtud del carácter fáctico y 
procesal de las cuestiones que suscitan, ello constituye un principio susceptible de admitir situaciones excep-
cionales, fundadas en concretas tachas de arbitrariedad, las que deben ser examinadas con criterio sumamente 
restrictivo. 

Es procedente el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio el reconocimiento de un derecho 
emergente de tratados internacionales con jerarquía constitucional, lo cual entraña la interpretación de normas 
federales, y la decisión ha sido contraria al derecho que, fundado en ellas, aducen las apelantes. (Del voto de 
los Dres. Cornejo y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ANSELMI MAGNONE, GUSTAVO JUAN – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 34.308/11) (Tomo 172:  743/754 - 04 /febrero/ 2013) 
 


